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ACTA NÚM. 5

Sessió ordinària de data 4 de març de 2024.-

Vila  comarca del Maresme, 4 de març de 2024 es reuneixen a la Casa 
Consistorial, per tal de celebrar sessió ordinària de primera convocatòria de la Junta de 
Govern Local, els següents membres de la mateixa:

Alcaldessa-Presidenta.- 
Montserrat Capdevila I Cañadas

Regidors assistents.- 
Montserrat Capdevila Cañadas
Xavier Collet I Diví
Maria Mercè Juan Loshuertos
Sergi Blanco Mora
Mariona Pasqual Villahoz

Secretària.- 
Miriam Tenas i Camps

Absències justificades.- 
Bernat Calvo Català

S’inicia la sessió a les 18:00 hores i existint el quòrum de constitució que estableix l’article 
113.c) del Reglament d’Organització, Funcionament i Règim Jurídic de les Entitats Locals, 
la presidència declara oberta la sessió sota el següent ordre del dia:

1. ALCALDIA.- 
1.1) Acta anterior (núm. 4).-

Degudament conegut, pels regidors assistents, l’esborrany de l’acta anterior (núm. 4 de 
data 18 de febrer de 2024, aquesta fedatària demana si hi ha quelcom a rectificar, i no 
havent-se trobat cap errada material o de fet, s’aprova l’esborrany per unanimitat i sense 
esmenes.

1.2) Donar compte expressa a la Junta de Govern Local dels Decrets d’Alcaldia que 
així ho requereixen, del 12 al 27 de febrer de 2024 i donar compte sentència TSJC 
655/2024 relativa a Habitatges Maresme

De conformitat amb allò previst a la legalitat vigent, dec donar compte a la Junta de 
Govern Local dels següents decrets d’Alcaldia:

Decret núm. 325 de 13 de febrer de 2024, relatiu a aprovar l'expedient de la 
contractació, mitjançant tramitació ordinària, procediment obert simplificat, del servei de 
prevenció aliè de l’Ajuntament d’Argentona per al desenvolupament de les activitats 
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preventives de les disciplines de seguretat en el treball, higiene industrial, ergonomia i 
psicosociologia aplicada i medicina del treball, amb un valor estimat de 54.700,30€ sense 
IVA.

Decret núm. 399 de 22 de febrer de 2024, relatiu a l’adhesió de l’Ajuntament 
d’Argentona a l’acord de subministrament d’uniformitat de policia local i vestuari de 
brigada municipal i altre personal amb destinació a les entitats locals de Catalunya (exp. 
2017.03), lots 1  i  2 per la compra basada en la uniformitat, els complements i utensilis  
per a la Policia Local.

Decret núm. 429 de 27 de febrer de 429, relatiu a la rectificació de l’errada detectada en 
l’acord de la Junta de Govern Local de data 19 de febrer de 2024.
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Sentència TSJC 655/2024 relativa a Habitatges Maresme

“”TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUNYA SALA DE 

LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA

Recurso de apelación SALA TSJ 609/2023 - Recurso de apelación contra sentencias nº 

195/2023

Partes: HABITATGES MARESME, S.L C/ 

AJUNTAMENT D'ARGENTONA

S E N T E N C I A Nº  655/2024 - (Secció: 104/2024)

Ilmos. Sres. Magistrados:

Don Jordi Palomer Bou

Doña Montserrat Figuera Lluch 

Don Néstor Porto Rodríguez

En la ciudad de Barcelona, a 29/02/2024

VISTOS POR LA SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUNYA (SECCIÓN SEGUNDA),

constituída para la resolución de este recurso, ha pronunciado en el nombre del Rey, la 

siguiente sentencia en el rollo de apelación nº 195/2023, interpuesto por HABITATGES 

MARESME, S.L, representado por el Procurador de los Tribunales RAMON FEIXÓ 

FERNÁNDEZ-VEGA y asistido de Letrada, contra AJUNTAMENT D'ARGENTONA, 

representada por el Procurador FCO. JAVIER MANJARIN ALBERT y asistido de Letrado.

Ha sido Ponente el Ilmo. Sr. Magistrado Don Néstor Porto Rodríguez, quien 

expresa el parecer de la Sala.
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ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- El Juzgado Contencioso Administrativo 12 Barcelona dictó en el Recurso 

ordinario nº 407/2020, la Sentencia nº 7/2023, de fecha 13 de enero de 2022, cuyo fallo 

es del tenor literal siguiente: "DESESTIMAR el recurso contencioso-administrativo 

interpuesto por la representación procesal de HABITATGES MARESME, S.L. sin expresa 

condena en costas.".

SEGUNDO.- Contra dicha resolución, se interpuso recurso de apelación, siendo 

admitido por el Juzgado de Instancia, con remisión de las actuaciones a este Tribunal 

previo emplazamiento de las partes, siendo parte apelante HABITATGES MARESME, S.Ly 

apelada AJUNTAMENT D'ARGENTONA.

TERCERO.- Desarrollada la apelación se señaló día y hora para votación y fallo, que 

ha tenido lugar el día 21 de febrero de 2024.

CUARTO.- En la sustanciación del presente procedimiento se han observado y 

cumplido las prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. - El objeto del recurso.

Por D. RAMÓN FEIXÓ FERNÁNDEZ- VEGA Procurador de los Tribunales, actuando en 

nombre y representación de HABITATGES MARESME, S.L., se ha interpuesto recurso de 

apelación contra la Sentencia nº 7/2023 de fecha 13 de enero de 2022, del 

Juzgado Contencioso Administrativo núm. 12 de Barcelona, que desestimó el recurso 

contencioso administrativo interpuesto contra el Acuerdo de la Junta de Gobierno Local 
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del Ayuntamiento de Argentona de 27 de noviembre de 2020, dictado en el expediente 

2018/3627, por el que se deniega la licencia de obras para la construcción de un edificio 

plurifamiliar en la finca de la Calle Carreras Candi nº 39 esquina con Carrer del Molí nº 6 

y el Acuerdo de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Argentona de 27 de 

noviembre de 2020 dictado en el expediente 2019/985 por el que se deniega la licencia 

de obras de derribo de la vivienda unifamiliar aislada y edificaciones anexas también en 

la finca ubicada en la Calle Carreras Candi nº 39 esquina con Carrer del Molí nº 6.

La sentencia ahora recurrida, tras repasar los antecedentes del caso y las posiciones de 

una y otra parte, termina desestimando el recurso con fundamento en la memoria y en 

el art. 27 del Plan Especial y Catálogo de Patrimonio Arquitectónico, Arqueológico, 

Paisajístico y Ambiental de Argentona al considerar que, al no haberse adaptado ni el 

proyecto de derribo ni el proyecto de obras a los condicionantes del informe del 

Departamento de Cultura, el Ayuntamiento procedió a desestimar las solicitudes de 

licencia, lo que resultó conforme con lo establecido en el planeamiento de referencia, al 

no ser posible el otorgamiento de licencia si el proyecto no es validado por parte de la 

Dirección General de Patrimonio.

Descarta que la protección que otorga el plan como zona arqueológica se refiera solo al 

subsuelo ya que dicha conclusión no se desprende del contenido del plan y porque, 

entre otras cuestiones, debe de tenerse en cuenta que el proyecto de obras presentado 

incluía la construcción de aparcamientos, y aún en el caso de no existir éstos, sería 

necesaria una cimentación para la construcción de una promoción de viviendas, por lo 

que las obras necesariamente afectarían al subsuelo.

No asume que los acuerdos impugnados sean contrarios a lo establecido previamente 

en el Decreto de Alcaldía 1723/2019, de 14 de agosto porque el Decreto únicamente 

acuerda requerir la subsanación de documentación. En cualquier caso, la contradicción 

–dice- no implicaría en ningún caso la nulidad de una resolución dictada una vez 

conocido el informe del Departamento de Cultura de la Generalitat de Catalunya, que 

resulta vinculante para el Ayuntamiento.

Tampoco aprecia infracción de los establecido en el certificado de régimen urbanístico 

emitido, que expresamente hace referencia a que la finca se encuentra dentro de la 

zona arqueológica Q2-12, con un nivel de protección 5. Y no aprecia la aplicación 



7

improcedente del artículo 35 de la LPCC, pues no consta que se haya aplicado este 

artículo. El fundamento legal para establecer las condiciones lo encuentra en el artículo 

27 del PEiCP.

Finalmente, en cuanto a la pretensión de reconocimiento de responsabilidad 

patrimonial, la encuentra improcedente. Y ello porque la actora no formuló ninguna 

solicitud de inicio de un procedimiento de responsabilidad patrimonial, y las 

resoluciones recurridas no se pronuncian en su parte dispositiva negando la existencia 

de responsabilidad patrimonial. Añade que la parte actora tampoco señaló en su escrito 

de interposición del recurso -como acto recurrido- la desestimación presunta de la 

reclamación de responsabilidad patrimonial presentada, en el caso de haber 

considerado que en su escrito de alegaciones realizaba una solicitud de reconocimiento 

de responsabilidad patrimonial.

SEGUNDO.- El recurso de apelación.

El recurso de apelación presentado por HABITATGES MARESME, S.L, se articula a través 

de una única alegación en que se expone que la sentencia adolece de una ausencia 

absoluta de la valoración de la prueba practicada con vulneración de los artículos 24 y 

120.3 de la CE. A continuación, hace referencia al dictamen de los peritos judiciales 

designados: el arquitecto Sr. Luis San Martín y el arqueólogo Sr. Eduard Sánchez 

Campoy así como los actos del Consejo Municipal de Patrimonio que, según su criterio, 

confirman la nulidad de los activos administrativos impugnados.

TERCERO.- La oposición al recurso de apelación.

Por su parte, La Diputación de Barcelona, formula oposición al recurso de apelación 

señalando en primer lugar que el recurso de apelación se ha planteado como si la Sala 

fuera una segunda instancia en la que fuera posible repetir de nuevo el juicio. Subraya 

que prácticamente todo su escrito es una reproducción literal del escrito de 

conclusiones presentado en la primera instancia con la única diferencia de que ahora se 

dirige a la Sala. De hecho, según la apelada, dedica sus páginas 3 a 29 (transcripción de 

las páginas 2 a 27 del escrito de conclusiones) a poner de manifiesto que determinados 

hechos o circunstancias han quedado o no probados cuando en apelación el margen 

para revisar la prueba practicada es muy limitado. En definitiva, sostiene que no se ha 
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hecho por la apelante una verdadera crítica de la sentencia.

A continuación, advierte la apelada que, dado el planteamiento hecho por la apelante, le 

obliga a ella a reiterar los razonamientos ya realizados en la primera instancia en contra 

de las pretensiones de la recurrente, defendiendo que la sentencia ahora recurrida es 

absolutamente procedente en derecho, bien fundamentada y clara desde el punto de 

vista expositivo, sistemático y pedagógico.

CUARTO.- La decisión de la Sala.

Con carácter previo al estudio de la cuestión de fondo, conviene recordar, con cita de la 

jurisprudencia establecida, entre otras, en las sentencias de la Sala Tercera del Tribunal 

Supremo de 24 de noviembre de 1987 (RJ 1987, 7928) , 5 de diciembre de 1988 , 20 

de diciembre de 1989 , 5 de julio de 1991 (RJ 1991, 5794) , 14 de abril de 1993 (RJ 1993, 

2816), 26 de octubre de 1998 (RJ 1998, 9834) y 15 de diciembre de 1998 (RJ 1998, 10103), 

expresa que:

“a) La finalidad del recurso de apelación es la depuración de un resultado procesal obtenido 

en la instancia, de modo que el escrito de alegaciones del apelante ha de contener una crítica 

razonada y articulada de la sentencia o auto apelado, que es lo que ha de servir de base a la 

pretensión de sustitución del pronunciamiento recaído en primera instancia. Es decir, no es 

posible la reiteración simple y llana de los argumentos vertidos en la instancia con la 

finalidad de convertir la revisión en una nueva instancia para conseguir una Sentencia o 

auto a su favor.

b) En el recurso de apelación el Tribunal "ad quem" goza de competencia para revisar y decidir 

todas las cuestiones planteadas, pero no puede revisar de oficio los razonamientos de la 

sentencia o auto apelados al margen de los motivos esgrimidos por la parte apelante, como 

fundamento de su pretensión revocatoria; por lo que la parte apelante debe individualizar 

los motivos opuestos, a fin de que puedan examinarse dentro de los límites y en 

congruencia con los términos en que vengan ejercitados sin que baste con que se 

reproduzcan los fundamentos utilizados en la primera instancia, al no estar concebida la 

apelación como una repetición del proceso de instancia, sino como una revisión de la 

sentencia impugnada. La falta de motivación o razonamiento específico dirigido a combatir 

la sentencia apelada, equivale a omitir las alegaciones correspondientes a las pretensiones 

en la segunda instancia.
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finalidad de la prueba en el orden jurisdiccional contencioso administrativo y cita la 
jurisprudencia que considera de interés. A continuación, en la página 35 del recurso, 
reproduce el apartado 2.2.1 de su escrito de conclusiones y después, desde el último 
párrafo de la página 35 y hasta el final del recurso (página 39) la apelante vuelve a 
reproducir literalmente su escrito de conclusiones, esta vez en lo referente a la 
responsabilidad patrimonial, correspondiéndose todo lo dicho con lo ya expresado en 
el apartado 2.4 de su escrito de conclusiones.

De todo ello se extrae que–como ya denunció la apelada- prácticamente todo el 

recurso es una mera reproducción de las conclusiones y argumentos que ya fueron 

objeto de análisis en la primera instancia. En consecuencia, en relación a lo 

coincidente, no es pertinente valoración alguna por nuestra parte ya que, tal y como 

dejamos expresado más arriba, no es posible la reiteración simple y llana de los 

argumentos vertidos en la instancia con la finalidad de convertir la revisión en una 

nueva instancia, al ser preciso que el recurso contenga una crítica razonada y 

articulada de la sentencia.

No obstante, aunque ciertamente el recurso (en la gran mayoría de su extensión) parte 

de un enfoque equivocado, sí critica que la sentencia no ha valorado la prueba y ha 

omitido las razones por las cuales, según la apelante, se ha apartado de las 

conclusiones de los peritos.

Pues bien, estudiada la sentencia, no podemos concluir que la prueba no haya sido 

valorada. Tal y como se desprende del propio contenido de la sentencia, la prueba ha 

sido considerada y en atención a ella y a la normativa de aplicación, la Sra. Magistrada 

del órgano a quo ha llegado a unas conclusiones, que pueden ser diferentes a las 

pretendidas por la apelante, pero no por ello carentes de fundamento. Así “(…) ante una 

prueba pericial, puede el juzgador formar su convicción sobre los hechos con libertad, 

dando a aquélla el peso que -habida cuenta de las circunstancias y del resto del material 

probatorio- considere adecuado (…)” (Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 17 de 

febrero de 2022 ( recurso 5631/2019, FJ Séptimo). En este caso, la sentencia impugnada 

sopesa la prueba practicada pero llega a una decisión perfectamente razonada en 

aplicación de la noramtiva vigente.

No olvidemos que las periciales están llamadas a auxiliar técnicamente al Tribunal 

cuando sean necesarios conocimientos científicos, artísticos, técnicos o prácticos de los 

que el Tribunal carezca (ex. art. 335 LEC). Sin embargo, las conclusiones de los peritos, 
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como reconoce saber el recurrente, no vinculan al Tribunal que conforme a las reglas 

de la sana crítica (art. 348 LEC) se nutre de ese auxilio para llegar a una conclusión 

fundada en derecho.

En este caso, insistimos, no podemos compartir que se haya omitido valorar prueba. La 

sentencia, la ha considerado, y no solo eso, sino que ha hecho referencia expresa a ella 

al constatar en su fundamento jurídico segundo que “El dictamen pericial elaborado por 

el arqueólogo designado por el juzgado señala que la protección de la planta superior 

como yacimiento arqueológico era una opción, habiendo sido tomada por el Departamento 

de Cultura, cuyo criterio resulta vinculante para el Ayuntamiento”. Por tanto, 

comprobados estos extremos, debemos descartar que no exista valoración de la 

prueba.

Señalaremos además, que la sentencia, hablando de que el proyecto implicaba la 

realización de obras bajo la rasante, puntualiza “En cualquier caso, debe de tenerse en 

cuenta que el proyecto de obras presentado incluía la construcción de aparcamientos, y 

aún en el caso de no existir éstos, sería necesaria una cimentación para la construcción de 

una promoción de viviendas, por lo que las obras necesariamente afectarían al subsuelo”. 

En consecuencia, identifica perfectamente la razón por la que considera que, de 

ejecutarse las obras, estas afectarían al también al suelo, descartando así la tesis 

defendida por la ahora apelante.

En definitiva, no compartimos la mínima crítica realizada en el recurso de apelación.

Por lo demás, la sentencia recurrida –de manera muy clara y precisa- ha razonado con 

total corrección la decisión adoptada en aplicación de la normativa pertinente por lo 

que no cabe sino su confirmación.

Por todo lo expuesto, debe procederse a la desestimación íntegra del recurso interpuesto.

QUINTO.- Costas.

En cuanto a las costas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 139.2 LJCA, 

procede imponer las mismas a la parte recurrente, si bien teniendo en cuenta las 

características del presente pleito, en uso de la facultad que a este Tribunal otorga el 

apartado 4 del mismo precepto, procede limitar las mismas a la cantidad de 3.000€ por 
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todos los conceptos.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación,

F A L L A M O S

1º.- DESESTIMAR el recurso de apelación interpuesto por D. RAMÓN FEIXÓ 

FERNÁNDEZ- VEGA Procurador de los Tribunales, actuando en nombre y 

representación de HABITATGES MARESME, S.L., contra la Sentencia nº 7/2023 de fecha 

13 de enero de 2022, del Juzgado Contencioso Administrativo núm. 12 de Barcelona.

2º.- En cuanto a las costas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 139.2 

LJCA, procede imponer las mismas a la parte recurrente, si bien teniendo en cuenta las 

características del presente pleito, en uso de la facultad que a este Tribunal otorga el 

apartado 4 del mismo precepto, procede limitar las mismas a la cantidad de 3.000€ por 

todos los conceptos.

Notifíquese a las partes la presente Sentencia, que no es firme. Contra la misma 
cabe deducir, en su caso, recurso de casación ante esta Sala, de conformidad con lo 
dispuesto en la Sección 3ª, Capítulo III, Título IV de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa (LJCA). El recurso deberá 
prepararse en el plazo previsto en el art. 89.1 LJCA.

Y adviértase que en el BOE nº 162, de 6 de julio de 2016, aparece publicado el 
Acuerdo de 20 de abril de 2016, de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, sobre la 
extensión máxima y otras condiciones extrínsecas de los escritos procesales referidos 
al recurso de casación.

Conforme a lo dispuesto en el Reglamento (EU) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 relativo a la 

protección de las persones físicas en lo que respecta al tramitamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, en la 

Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, a la que remite el art. 236 bis de la ley Orgánica 

6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y en el real Decreto 1720/2007 por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la LOPD, 

hago saber a las partes que sus datos personales han sido incorporados al fichero de asuntos de esta Oficina judicial, donde se 

conservarán con carácter confidencial y únicamente para el cumplimiento de la labor que tiene encomendada y bajo la salvaguarda y la 

responsabilidad

de la misma y en donde serán tratados con la máxima diligencia.

Así por esta nuestra Sentencia, de la que se unirá certificación al presente 

procedimiento, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
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De conformitat amb l’article 174 del Decret legislatiu 2/2003, de 28 d’abril, pel qual s’aprova el 
text refós de la Llei municipal i de règim local de Catalunya (TRLMRLC), els ens locals responen 
directament dels danys i perjudicis causats als particulars en llurs béns i drets com a 
conseqüència del funcionament dels serveis públics, en els termes previstos per la legislació 
general sobre responsabilitat administrativa. 
 
El règim jurídic de la responsabilitat patrimonial de l’Administració pública per les lesions 
sofertes pels particulars en llurs béns i drets, com a conseqüència del funcionament dels 
serveis públics, es regula actualment en el capítol IV del títol preliminar de la Llei 40/2015, d’1 
d’octubre, de règim jurídic del sector públic (LRJSP); en el títol VI de la Llei 26/2010, i en l’LPAC.

CONSIDERACIONS DE CAIRE FORMAL

1. Competència per a resoldre la reclamació 

La competència per a tramitar i resoldre la reclamació NO correspon a l’Ajuntament 
d’Argentona, atès que, segons l’informe emès per la tècnica de la corporació i estimant 
l’informe d’al·legacions de la companyia d’assegurances de l’Ajuntament, la responsabilitat 
recau sobre l’empresa de telecomunicacions propietària de les tapes de registre.

2. Tramitació del procediment 

La reclamació va ser admesa a tràmit, un cop es va rebre l’escrit de reclamació; es va informar 
la part reclamant de la durada del procediment i del sentit del silenci, i es va atorgar un 
termini de deu dies per poder aportar quantes al·legacions, documents o informació 
estimessin convenient al seu dret i proposessin quantes proves siguin pertinents per al 
reconeixement del mateix. 

Es va requerir els informes preceptius als serveis municipals, es va concedir declaració de la 
perjudicada i es va atorgar termini d’audiència a la persona interessada, així com a la 
companyia asseguradora. 

S’ha de posar de manifest que ja ha transcorregut el termini per a resoldre i notificar establert 
en l’article 91.3 de l’LPAC, i això suposa la desestimació presumpta de la pretensió, per bé que 
l’Administració continua tenint l’obligació de dictar la resolució expressa que posi fi al 
procediment i a notificar-la (art. 21.1 de l’LPAC), sense vinculació al sentit negatiu del silenci 
(article 24.3.b) de l’LPAC).

3. Temporalitat de l’acció 

El dret a reclamar prescriu al cap d’un any d’haver-se produït el fet o l’acte que motivi la 
indemnització, o de manifestar-se’n l’efecte lesiu, i per al supòsit de danys físics o psíquics, el 
dies a quo és el del guariment o el de la determinació de l’abast de les seqüeles.
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Segons informa l’interessat la caiguda es va produir en data 7 de juny de 2022 i la reclamació 
s’interposa en data 6 de juny de 2023. Per tant, dins de termini. 

4. Valoració del dany 

La valoració econòmica que xifra la interessada és de 27.766,34 euros en concepte 
d’indemnització per les lesions, danys i perjudicis produïts.

5. Requisits de la responsabilitat patrimonial de l’Administració 

D’acord amb l’article 81 de la Llei 26/2010 i l’article 32 de la Llei 40/2015, els ciutadans tenen 
dret a ser indemnitzats per les administracions públiques de Catalunya de tota lesió que 
pateixin en qualsevol de llurs béns i drets, sempre que sigui conseqüència del funcionament 
normal o anormal dels serveis públics, excepte en els casos de força major o de danys que 
tinguin el deure jurídic de suportar. 

Els requisits que hi han de concórrer perquè la petició prosperi i la persona perjudicada tingui 
dret a ser indemnitzada són: a) que existeixi un dany real, efectiu, avaluable econòmicament i 
individualitzable en relació amb una persona o un grup de persones; b) que la lesió sigui 
conseqüència del funcionament normal o anormal del servei públic; c) que no hi hagi 
intervingut força major, i d) que el dany sigui antijurídic, en el sentit que qui el pateixi no tingui 
el deure de suportar-lo.

CONSIDERACIONS SOBRE LA RECLAMACIÓ EFECTUADA

Primer.- La lesió es va produir al ensopegar amb la tapa d’una arqueta la qual no és propietat 
de l’Ajuntament d’Argentona. 

Si bé l’Ajuntament és el titular de la via pública on es troba la tapa, no és titular de la mateixa, 
objecte de la present reclamació patrimonial. Ser propietari de la via pública no converteix 
l’Administració pública en una asseguradora universal de tots els riscos (dictàmens 90/2018, 
298/2018, 13/2019 i 136/2019, entre d’altres). 

L’informe tècnic emès en data 18 de desembre de 2023, obrant a l’expedient, constata “Que al 
vial existeixen uns registres del servei de telecomunicacions amb tapes metàl·liques de 40x40 
cms d’ample que superficialment no presenten ressalts. Que es desconeix la titularitat del 
servei de telecomunicacions”. Així mateix, s’indica que, per part de la brigada municipal, es va 
procedir a “canviar la tapa de registre per una altra que quedi fixada al marc i no provoqui 
ressalts al trepitjar per un extrem de la mateixa”

És doctrina reiterada de la Comissió Jurídica Assessora que la reparació posterior del 
desperfecte no implica el reconeixement automàtic de la responsabilitat patrimonial pel 
funcionament anormal del servei, sinó que suposa una mesura de prevenció. Quan 
l’Administració porta a terme una millora de la zona, no vol dir que comporti necessàriament 
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reconèixer la responsabilitat atribuïda a l’Administració (dictàmens 60/2014, 134/2015, 
288/2015 i 285/2018, entre d’altres). 

Segon.- La jurisprudència modula el caràcter objectiu de la responsabilitat patrimonial, en 
rebutjar que la mera titularitat del servei determini la responsabilitat de l'Administració 
respecte de qualsevol conseqüència lesiva relacionada amb el mateix que es pugui produir. El 
Tribunal Suprem ha declarat, en la seva Sentència de 5 de juny de 1998, que “la prestació per 
l'Administració d'un determinat servei públic i la titularitat per part d'aquella de la 
infraestructura material per a la seva prestació no implica que el vigent sistema de 
responsabilitat patrimonial objectiva de les Administracions Públiques converteixi a aquestes 
en asseguradores universals de tots els riscos amb la finalitat de prevenir qualsevol 
eventualitat desfavorable o danyosa per als administrats que pugui produir-se amb 
independència de l'actuar administratiu, perquè en cas contrari, com pretén el recurrent, es 
transformaria aquell en un sistema providencialista no contemplat en el nostre ordenament 
jurídic”. Criteri que ha estat recollit en altres fallades (a.e. sentències de 13 de setembre de 
2002, 30 de setembre i 14 d'octubre de 2003, o 17 d'abril de 2007).

També ha declarat el Tribunal Suprem, de manera reiterada, que no és conforme amb el 
referit sistema de responsabilitat patrimonial objectiva la seva generalització més enllà del 
principi de causalitat, de manera que, perquè existeixi aquella, és imprescindible l'existència 
de nexe causal entre l'actuació de l'Administració i el resultat lesiu o danyós produït. En aquest 
sentit, la Sentència de 13 de novembre de 1997 ja va assenyalar que “tot i que la 
responsabilitat de l'Administració ha estat qualificada per la jurisprudència d'aquesta Sala 
com un supòsit de responsabilitat objectiva, no ho és menys que això no converteix a 
l'Administració en un responsable de tots els resultats lesius que puguin produir-se pel simple 
ús d'instal·lacions públiques, sinó que, com abans assenyalem, és necessari que aquests danys 
siguin conseqüència directa i immediata del funcionament normal o anormal d'aquella”.

Per tant, la responsabilitat de l'Administració procedirà en aquells casos en què els danys 
siguin conseqüència del funcionament dels serveis públics, sense que basti a aquest efecte que 
els danys apareguin amb motiu o ocasió de la prestació d'aquests serveis públics.

Ha de tenir-se en compte així mateix la jurisprudència segons la qual “la imprescindible relació 
de causalitat entre l'actuació de l'Administració i el resultat danyós produït pot aparèixer baix 
formes mediates, indirectes i concurrents, encara que admetent la possibilitat d'una 
moderació de la responsabilitat en el cas que intervinguin altres causes, la qual ha de tenir-se 
en compte en el moment de fixar-se la indemnització. El fet de la intervenció d'un tercer o una 
concurrència de concauses imputables, unes a l'Administració i altres a persones alienes, i fins 
i tot al propi perjudicat, imposen criteris de compensació o de temperar la indemnització a les 
característiques o circumstàncies concretes del cas examinat”. I igualment la que sosté 
“l'exoneració de responsabilitat per a l'Administració, malgrat el caràcter objectiu d'aquesta, 
quan és la conducta del propi perjudicat o la d'un tercer l'única determinant del mal produït 
encara que hagués estat incorrecte el funcionament del servei públic”.
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(Dictàmens 929/2012, de 17 de gener de 2013, 716/2013, de 18 d'octubre, 612/2014, de 15 de 
gener de 2015, 146/2015, de 29 d'abril, 503/2016, de 29 de desembre, i 27/2017, de 26 de 
febrer).

Els vianants tenen l'obligació de tenir precaució en transitar per les ciutats, i no es pot 
responsabilitzar a l'ajuntament pels danys que siguin resultat del risc inherent de transitar per 
les vies públiques.
En la declaració de la que consta a l’expedient, la interessada reconeix que 
passa habitualment per aquell carrer i que mai li havia passat un fet similar.

La responsabilitat de l'administració no és automàtica per qualsevol mal que ocorri en un 
espai públic. La jurisprudència ha establert que la responsabilitat de l'administració no és pel 
lloc en si, sinó per l'incompliment dels seus deures de conservació. No es pot demostrar que 
l'ajuntament va incomplir amb els seus deures de conservació de la tapa i per això no hauria 
de ser responsable patrimonialment.

Tercer.- La càrrega de la prova en una responsabilitat patrimonial de l'ajuntament recau en el 
reclamant d’acord amb l’art. 217 de la llei d’Enjudiciament Civil, la part reclamant ha 
d'acreditar l'existència dels requisits constitutius de la responsabilitat patrimonial, incloent-hi 
la lesió patrimonial derivada del funcionament dels serveis públics, així com la relació causal 
entre aquesta lesió i l'acte de l'ajuntament. 

En el present cas, la única prova que acredita que la lesió es va produir en aquell és únicament 
la declaració de la pròpia reclamant, no existint prova testifical, tot i reconèixer en la 
declaració que consta a l’expedient, que un cop va caure i havia gent que va sortir a de casa a 
preguntar-li com estava, però no els va proposar com a prova testifical.

En conclusió, convé desestimar la reclamació patrimonial de la interessada atès que l’arqueta 
no és de propietat municipal i la declaració de la interessada no és prova suficient per 
acreditar que els danys de la reclamant es varen produir d’acord amb la versió dels fets que 
explica. 

PROPOSTA DE RESOLUCIÓ 

PRIMER.- Desestimar la reclamació de responsabilitat patrimonial interposada en data 6 de 
juny de 2023 per en representació de  pels danys soferts en una caiguda al 
Carrer Dolors Monserdà a l’alçada del número  per la mala fixació de la tapa d’una 
arqueta del servei de telecomunicacions.“”

De conformitat amb el Decret d’Alcaldia núm. 1322, de 3 de juliol de 2023, s’ha delegat en 
la Junta de Govern Local la facultat de resoldre les reclamacions patrimonials i els 
recursos de reposició que contra les mateixes s’interposin.

Es proposa a la Junta de Govern Local l’adopció dels següents acords: 
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PRIMER.- Desestimar la reclamació de responsabilitat patrimonial interposada en data 6 
de juny de 2023 per en representació de pels danys soferts en una caiguda 
al Carrer Dolors Monserdà a l’alçada del  per la mala fixació de la tapa d’una 
arqueta del servei de telecomunicacions. 

SEGON.- Notificar el present acords als interessats.””

D’acord amb la delegació de l’Alcaldia (resolució 1993/2023 de 6 d’octubre de 2023), 
l’esmentada proposta, és sotmesa a aprovació i resta aprovada per unanimitat.

1.4) Proposta de resolució JGL - Rec. Patrimonial 

“”Mitjançant reclamació de data 15 de març de 2023, presentada per , es va 
sol·licitar que es reconegués i es fes efectiu el dret a percebre una indemnització pels 
danys soferts en el seu vehicle per una punxada de roda al passar, per un sotrac situat al 
Carrer Enric Prat de la Riba, presumptament a conseqüència de l’anormal funcionament 
dels servei públic; donant lloc a l’inici de l’expedient de responsabilitat patrimonial núm. 
2023/1250.

Vist l’informe-proposta de resolució de l’instructor de l’expedient núm. 2023/1250, de 
data 19 de febrer de 2024, que literalment diu:

“”En relació amb l’expedient núm. 2023/1250 que s’està tramitant a l’Ajuntament, i d’acord 
amb allò disposat a l’article 91 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del Procediment Administratiu 
Comú de les Administracions Públiques –LPACAP-,  s’emet la següent

PROPOSTA DE RESOLUCIÓ 

ANTECEDENTS DE FET 

PRIMER.- Amb data 15 de març de 2023 es presenta instància per  per la qual es 
posaven en coneixement de l’Ajuntament els danys soferts al vehicle marca Citroën, matrícula 

al carrer Enric Prat de la Riba a l’alçada del núm.  donant lloc a l’inici de 
l’expedient de responsabilitat patrimonial nº 2023/1250. 

AMBO sol·licita el reconeixement del dret a una indemnització pels danys soferts en el vehicle, 
com a conseqüència de l’anormal funcionament dels servei de manteniment de la via pública. 

SEGON.- S’han realitzat tots els actes d’instrucció que són necessaris per a la determinació i 
comprovació de les dades, en virtut dels quals es va a procedir a realitzar la proposta de 
resolució, havent-se practicat les corresponents proves.

TERCER.- S’ha rebut els informes sol·licitats per l’òrgan instructor. Obert el tràmit d’audiència 
als interessats, no s’han presentat al·legacions. 
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FONAMENTS JURÍDICS 

De conformitat amb l’article 174 del Decret legislatiu 2/2003, de 28 d’abril, pel qual s’aprova el 
text refós de la Llei municipal i de règim local de Catalunya (TRLMRLC), els ens locals responen 
directament dels danys i perjudicis causats als particulars en llurs béns i drets com a 
conseqüència del funcionament dels serveis públics, en els termes previstos per la legislació 
general sobre responsabilitat administrativa. 
 
El règim jurídic de la responsabilitat patrimonial de l’Administració pública per les lesions 
sofertes pels particulars en llurs béns i drets, com a conseqüència del funcionament dels 
serveis públics, es regula actualment en el capítol IV del títol preliminar de la Llei 40/2015, d’1 
d’octubre, de règim jurídic del sector públic (LRJSP); en el títol VI de la Llei 26/2010, i en l’LPAC.

CONSIDERACIONS DE CAIRE FORMAL

1. Competència per a resoldre la reclamació 

La competència per a tramitar i resoldre la reclamació correspon a l’Ajuntament d’Argentona, 
atès que li correspon la titularitat de la via on es produí els danys. La titularitat municipal de 
la via queda acreditada en informe tècnic de data 9 de febrer de 2024.

D’acord amb el que estableixen els articles 66 i 67 del TRLMRLC i 25 de la LRBRL, el municipi té 
competències en matèria de conservació i manteniment de les vies urbanes.

2. Tramitació del procediment 

La reclamació va ser admesa a tràmit, un cop es va rebre l’escrit de reclamació; es va informar 
la part reclamant de la durada del procediment i del sentit del silenci, i es va atorgar un 
termini de deu dies per poder aportar quantes al·legacions, documents o informació 
estimessin convenient al seu dret i proposessin quantes proves siguin pertinents per al 
reconeixement del mateix. 

Es va requerir els informes preceptius als serveis municipals i a la Policia Local, i es va atorgar 
termini d’audiència a l’interessat. 

S’ha de posar de manifest que ja ha transcorregut el termini per a resoldre i notificar establert 
en l’article 91.3 de l’LPAC, i això suposa la desestimació presumpta de la pretensió, per bé que 
l’Administració continua tenint l’obligació de dictar la resolució expressa que posi fi al 
procediment i a notificar-la (art. 21.1 de l’LPAC), sense vinculació al sentit negatiu del silenci 
(article 24.3.b) de l’LPAC).

3. Temporalitat de l’acció 
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El dret a reclamar prescriu al cap d’un any d’haver-se produït el fet o l’acte que motivi la 
indemnització, o de manifestar-se’n l’efecte lesiu, i per al supòsit de danys físics o psíquics el 
dies a quo és el del guariment o el de la determinació de l’abast de les seqüeles.

Els danys es produeixen el 11 de març de 2023. La reclamació s’interposa el 15 de març de 
2023, per tant en termini.

4. Valoració del dany 

Segons informe-valoració aportat, els danys del vehicle es quantifiquen en 100,01€ (IVA inclòs). 

5. Requisits de la responsabilitat patrimonial de l’Administració 

D’acord amb l’article 81 de la Llei 26/2010 i l’article 32 de la Llei 40/2015, els ciutadans tenen 
dret a ser indemnitzats per les administracions públiques de Catalunya de tota lesió que 
pateixin en qualsevol de llurs béns i drets, sempre que sigui conseqüència del funcionament 
normal o anormal dels serveis públics, excepte en els casos de força major o de danys que 
tinguin el deure jurídic de suportar. 

Els requisits que hi han de concórrer perquè la petició prosperi i la persona perjudicada tingui 
dret a ser indemnitzada són: a) que existeixi un dany real, efectiu, avaluable econòmicament i 
individualitzable en relació amb una persona o un grup de persones; b) que la lesió sigui 
conseqüència del funcionament normal o anormal del servei públic; c) que no hi hagi 
intervingut força major, i d) que el dany sigui antijurídic, en el sentit que qui el pateixi no tingui 
el deure de suportar-lo.

CONSIDERACIONS SOBRE LA RECLAMACIÓ EFECTUADA

Informes obrants a l’expedient

Pel que fa a la relació de causalitat entre els danys produïts i el funcionament dels serveis 
públics, el reclamant afirma que els danys es produïren en el vehicle degut al mal estat en que 
es troba la via pública.

L’informe de la Policia Local emès en data 29 de juny de 2023, indica que la incidència consta 
documentada en el comunicat de novetats diari del servei. Del citat informe podem llegir que 
“Trucada del Sr. , informant que ha punxat la roda 
del seu vehicle amb motiu d’un forat a la calçada, a l’entrada de la urbanització Les 
Ginesteres. C02 al lloc, es tracta del vehicle marca Citroën C3 amb plaques de matrícula 

S’observa que presenta danys a la roda davantera dreta. S’informa al Sr. Toni dels passos 
a seguir amb l’Ajuntament” 

L’informe dels serveis tècnics, emès en data 9 de febrer de 2023, exposa que l’ajuntament 
d’Argentona és l’administració competent del manteniment i conservació del tram de vial 
objecte de reclamació. Acredita l’existència del forat en l’indret indicat. Exposa també que el 
paviment del carrer és d’aglomerat asfàltic en la seva majora en bon estat, només presentant 
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un esgotament en forma de pell de cocodril en el tram de del pas de les rodes dels vehicles, 
que, el vial disposa d’enllumenat públic i no es té constància d’incidències del servei. No 
obstant, fa constar que, consultats els arxius del departament, es comprova que els serveis 
tècnics van ser coneixedors del forat al vial en el pas dels vehicles i es va procedir a la seva 
reparació per part de la brigada municipal dins les tasques de manteniment ordinàries un cop 
detectat; Degut a l’amplada del carril de circulació i al volum de circulació que te aquest vial 
en la hora en que es va produir l’accident es considera que hi ha possibilitat de pas sense 
incidir en el forat.

VI. Consideracions sobre el fons de l’assumpte 

D’acord amb la regulació legal exposada, per tal que sigui procedent indemnitzar els danys 
produïts, cal acreditar el nexe causal entre el fet i el dany que se’n deriva, amb el benentès que 
el dany ha de ser conseqüència del funcionament d’un servei públic.

Així, doncs, per tal que es pugui imputar la responsabilitat patrimonial, cal demostrar la 
certesa dels fets al·legats i que els danys van tenir lloc pels motius assenyalats i que és 
conseqüència del funcionament dels serveis públics.

L’Ajuntament té la obligació de mantenir les vies públiques en condicions adients per la 
circulació. En aquest sentit l’article 25.2.d) LRBRL atribueix als municipis la competència en 
matèria d’infraestructura viària. Així mateix, d’acord amb l’article 26 LRBRL, que es refereix 
expressament a pavimentació de les vies públiques, s’ha de considerar aquesta com una 
competència d’exercici obligatori. Dit això, és criteri dels òrgans consultius en la matèria que 
la obligació de garantir una adequada pavimentació i conservació de les vies públiques 
urbanes no es pot entendre en termes absoluts. En aquest sentit pot citar-se, per exemple, el 
recent dictamen de la Comissió Jurídica Assessora de la Generalitat de Catalunya 57/2022, en 
el que es pot llegir:

“... com ha assenyalat reiteradament aquesta Comissió,no tots els accidents, pel fet d’haver-se 
produït en una via pública, han de ser responsabilitat de l’Administració pública, ja que la 
responsabilitat objectiva no la converteix en una asseguradora universal de tots els riscos 
(dictàmens 175/2012, 421/2012, 290/2013, 76/2015 i 140/2017), i, en conseqüència, ha negat 
que es tracti d’una responsabilitat de vinculació merament locativa que reconduiria la institució 
de la responsabilitat patrimonial a un fenomenmecanicista (Dictamen 211/2018).”

La mateixa CJA indica en els seus dictàmens diferents aspectes a valorar en la instrucció per tal 
de determinar si correspon a l’administració la responsabilitat del resultat danyós; 

- En primer lloc, titularitat de la via i existència del dany

Queda acreditada la titularitat de la via (municipal) 
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De la documentació acreditada a l’expedient es constata l’existència del dany.

No consta que per part de l’Ajuntament s’hagi efectuat valoració alternativa de l’import 
corresponent al dany al·legat. 

- En segon lloc, l’antijuridicitat del dany.

La pavimentació de les vies urbanes respon a la necessitat de garantir unes objectives 
condicions de seguretat pel trànsit de vehicles i persones. Ara bé, la obligació de garantir una 
adequada pavimentació no pot entendre’s en termes absoluts, en el sentit d’exigir a 
l’Administració una conducta tan exorbitant que l’obligui a corregir qualsevol deficiència del 
paviment. El compliment o no de la obligació només podrà determinar-se en relació amb 
l’estàndard mínim exigible a la prestació del servei públic. 

Per tal que el dany  sigui antijurídic, cal que el desperfecte o la irregularitat tingui una entitat 
suficient, i que, per apoder imputar la responsabilitat dels fets a l’Administració, el risc provocat 
pel servei públic ha de sobrepassar els estàndards de seguretat exigibles conforme a la 
consciència social (en aquest sentit els Dictamens CJA 140/2017,, 201/2018, 78/2018, 101/2018, 
283/2018, 13/2019, 101/2019, 201/2019, 321/2019, 135/2020, 140/2020 i 314/2020). 

D’altra banda, caldrà determinar si l’accident s’ha d’atribuir a l’actuació dels serveis públics 
municipals en una relació de causa efecte directa, o bé a la intervenció de la mateixa víctima, 
cosa que podria trencar o modular el nexe causal, ja que el fet de patir un accident a la via 
pública no genera, per si mateix, l’obligació de l’Administració de respondre de les conseqüències 
que es puguin patir en aquest espai, en el qual els conductors no poden transitar desatenent a 
la conducció; cal tenir en compte el principi d’autoconservació i precaució dels conductors com 
a principi elemental que obliga a ponderar els riscos de les accions pròpies i a actuar en 
conseqüència, a extremar les precaucions en la conducció atenent les característiques de la via 
per la qual se circula i a ponderar l’experiència i la perícia del mateix reclamant . En aquest 
sentit, entre d’altres el Dictamen223/2018. 

D’acord amb això, es donarien els supòsits per exigir responsabilitat patrimonial de l’Ajuntament 
només quan l’estat de la via generés un perill imprevisible i inevitable que el ciutadà no té el 
deure jurídic de suportar; no és suficient que l’estat de la via no compleixi amb els estàndards de 
conservació, sinó que cal que s’acrediti que la causa del dany és precisament aquest 
incompliment. 

En aquest sentit, el dictamen 302/2020 del Consejo Consultivo de Castilla y León indica:

“Y es que el TRLTCVMSV no solo señala responsabilidades administrativas en relación con la 
circulación y seguridad vial, sino que también impone a los conductores de vehículos -usuarios 
del servicio público- un conjunto de deberes,tales como conducir con la diligencia y precaución 
necesaria para evitar todo daño propio y ajeno (artículo 10.2); estar en todo momento en 
condiciones de controlar sus vehículos (artículo 13.1); y particularmente, respetar los límites de
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velocidad establecidos y tener en cuenta, además, las características y el estado de la vía, las 
condiciones meteorológicas, ambientales y de circulación y, en general, cuantas circunstancias 
concurran en cada momento, a fin de adecuar lavelocidad del vehículo a las mismas (artículo 
21.1). El incumplimiento doloso o negligente por el conductor de esos deberes esenciales puede 
llegar a exonerara la Administración del daño causado y trasladar la responsabilidad a aquel”

- relació de causalitat i la imputació de responsabilitat a l'Administració 

Per tal que pugui acreditar-se la relació de causalitat entre el dany produït i l’existència del 
forat a la calçada:

-Pel que fa als aspectes probatoris, la Comissió Jurídica Assessora ha manifestat reiteradament 
– entre d’altres en el dictamen 12/2021, de 21 de gener, que la càrrega de la prova dels fets 
constitutius de la reclamació correspon a la persona perjudicada, la qual ha d'especificar les 
circumstàncies de l'accident i n'ha d'aportar les proves oportunes (dictàmens 354/10, 183/11, 
256/11 i 274/12, entre d'altres). Així mateix, ha expressat que, tot i que sovint resulta difícil per 
als particulars aportar proves que determinin una realitat absoluta del que va succeir, en cada 
cas concret s'ha de calibrar, en vista de l'esforç probatori de qui reclama, si els indicis de 
prova que es mostren són suficients per a un convenciment total de la manera com van tenir 
lloc els fets, ja que la prova s'ha de valorar en el seu conjunt (dictàmens 314/08, 28/10, 
183/11, 274/12 i 113/13, entre d'altres). Aquest òrgan també ha assenyalat que la prova de 
testimonis és un mitjà complementari que ha d'anar corroborat per la resta de documentació 
que consta en l'expedient, i que la força probatòria de les seves declaracions s'ha de ponderar 
juntament amb el fet que aquestes manifestacions es confirmin per altres mitjans (dictàmens 
312/10, 122/11, 184/11 i 218/13). 

- La Comissió Jurídica Assessora ha tingut l'oportunitat de pronunciar-se sobre reclamacions 
de responsabilitat patrimonial derivades de danys ocasionats per  mal estat de conservació de 
la via pública, i en la seva doctrina pondera sempre les diverses circumstàncies concurrents i 
s'adapta a les peculiaritats de cada supòsit concret.

El mateix òrgan consultiu ha assenyalat, també, que la mera titularitat de la via pública i la 
prova de l'existència d'uns danys, no sempre és suficient per a entendre que existeix una 
relació de causalitat entre el funcionament del servei i el dany al·legat. La imputació del dany, 
en termes generals, dependrà de l'estàndard de conservació i de l'entitat del desperfecte i de la 
conducta de la víctima. Així mateix, ha destacat en vàries ocasions que no es pot exigir a 
l’Administració una total uniformitat de la via pública (dictàmens 42/2011, 391/2012, 
297/2013, 39/2014 i 66/2015); és a dir, que no es pot arribar a l’exageració d’obligar 
l’Administració a conservar les vies públiques en unes condicions de seguretat d’un 
perfeccionisme irracional (dictàmens 39/2014, 59/2015, 134/2015 i 197/2015). 

Malgrat s’ha reconegut en l’informe tècnic l’existència d’un forat a la via, no queda provat que 
el dany es produís on s’indica. No s’aporten fotografies de l’accident ni s’ha proposat 
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testimonis. Els serveis municipals i la policia local no disposen d’informació que permeti 
establir el nexe causal.

V. Conclusió

Es proposa dictar resolució desestimant la reclamació de responsabilitat patrimonial instada 
per en data 15 de març de 2023 davant l’Ajuntament d’Argentona per pel dany soferts 
en el seu vehicle de presumptament deguts a l’estat del paviment del carrer Enric Prat de la 
Riba, atès que es donarien els supòsits per exigir responsabilitat patrimonial de l’Ajuntament 
només quan l’estat de la via generés un perill imprevisible i inevitable que el ciutadà no té el 
deure jurídic de suportar i en aquest cas, podem desprendre de l’informe tècnic que, degut a 
l’amplada del carril de circulació i al volum de circulació que té aquest vial en la hora en que 
es va produir l’accident es considera que hi ha possibilitat de pas sense incidir en el forat, més 
si  tenim en consideració que l’interessat viu a la urbanització Les Ginesteres, on es troba el 
carrer objecte de la present reclamació, i previsiblement passa amb freqüència per el citat 
carrer i, com bé considera la Consell Consultiu de Castella i Lleó, els conductors tenen la 
obligació de conduir amb la diligència i precaució necessàries per a evitar tot dany propi i aliè. 
A part, no queda acreditat que el dany es produís en la ubicació indicada.“”

De conformitat amb el Decret d’Alcaldia núm. 1322, de 3 de juliol de 2023, s’ha delegat en 
la Junta de Govern Local la facultat de resoldre les reclamacions patrimonials i els 
recursos de reposició que contra les mateixes s’interposin. 

Es proposa a la Junta de Govern Local l’adopció dels següents acords: 

PRIMER.- Desestimar la reclamació de responsabilitat patrimonial instada per en 
data 15 de març de 2023 davant l’Ajuntament d’Argentona per pel dany soferts en el seu 
vehicle de presumptament deguts a l’estat del paviment del carrer Enric Prat de la Riba 
perquè el sotrac no generava un perill imprevisible i inevitable que el ciutadà no té el 
deure jurídic de suportar, ja que els conductors tenen la obligació de conduir amb la 
diligència i precaució necessàries per a evitar tot dany propi i aliè.

SEGON.- Notificar el present acords als interessats.””

D’acord amb la delegació de l’Alcaldia (resolució 1993/2023 de 6 d’octubre de 2023), 
l’esmentada proposta, és sotmesa a aprovació i resta aprovada per unanimitat.

1.5) Resolució recurs reposició exp. reclamació patrimonial núm. 2022/2934

“”Per acord de la Junta de Govern Local de data 4 de desembre de 2023, es va resoldre 
desestimar la reclamació de responsabilitat patrimonial presentada per  relativa al 
dret a rebre una indemnització pels danys soferts a l’habitatge situat al Carrer Roure, 
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El recurrent està legitimat per a la interposició del recurs d’acord amb l’establert a l’article 4 de 
la LPACAP,  havent-se presentat el recurs en temps hàbil en virtut del que ve determinat en 
l’article 124 de la llei feta referència. 

Primera. Al·legacions presentades.
En el seu escrit de data 19 de gener de 2024, el Sr.  va presentar les al·legacions que 
s'exposen i s'avaluen a continuació, de forma ordenada i successiva en les següents 
consideracions. 

Segona. Al·legació primera relativa les arrels que causen el dany

Manifesta que les arrels que van causar el dany es troben en sòl públic i el manteniment 
d’aquestes es exclusivament de l’ajuntament.

En aquest cas, es reitera el que es va dir en l’acord de Junta de Govern Local mencionat 
anteriorment, segons l’informe de la companyia d’assegurances, per a que una arrel envaeixi una 
conducció d’aigua aquesta ha de presentar una apertura per la que penetrar. Les arrels dels 
arbres en la majoria dels casos no trenquen les canonades sinó que aprofiten trencadisses o 
unions mal segellades per a introduir-se.

En l’informe tècnic, es determina que el dany es va produir en el tub que va de la casa del 
particular al col·lector general i que per tant, l’administració és responsable únicament del bon 
estat del col·lector general, essent responsabilitat dels particulars garantir que les escomeses que 
connecten les cases particulars amb el col·lector general es trobin en bon estat. Aquest fet trenca 
el nexe causal entre el dany i l’actuació de l’administració

Tercera. Al·legació segona relativa l’esmentat en la llei 39/2015

Manifesta que La Llei 39/2015, d'1 d'octubre, del Procediment Administratiu Comú de les 
Administracions Públiques i la Llei 40/2015, d'1 d'octubre, de Règim Jurídic del Sector  Públic, 
estableixen que les administracions públiques respondran directament dels danys i perjudicis 
causats als particulars en els seus béns i drets com a conseqüència del funcionament dels serveis 
públics.

En el present cas, per l’esmentat en el punt anterior, es trenca el nexe de causalitat, requisit 
essencial perquè l’administració respongui dels danys ocasionats als particulars pel mal 
funcionament dels serveis públics.

Quarta. Al·legació tercera relativa la relació de causalitat entre aquests i el funcionament 
del servei públic

En aquesta al·legació segueix insistint en que es donen les circumstàncies marcades per la 
doctrina perquè existeixi responsabilitat patrimonial.
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Per la instrucció seguida en el present expedient, per les proves practicades i per les conclusions 
dels informes tècnics, el dany produït en l’escomesa particular que connecta l’habitatge amb el 
col·lector d’aigües general, es va produir pel mal estat d’aquest i per les fuites, que van provocar 
que les arrels dels arbres entressin a dintre i el fessin malbé. El manteniment de l’escomesa 
d’aigües correspon als particulars. Per tant, aquesta circumstància trenca el nexe causal del 
funcionament dels serveis públic amb el dany causat.

Cinquena. Competència.

La competència per a resoldre aquest expedient recau en la Junta de Govern Local, com a òrgan 
que va aprovar la resolució impugnada.

IV. CONCLUSIONS.

De tot quant s'ha considerat cal concloure, es proposa a la Junta de Govern Local de la 
corporació que acordi desestimar el recurs de reposició presentat pel Sr.  motius 
adduïts en el present informe.””

Valorat l’informe-proposta de resolució del recurs de reposició, es coincideix plenament 
amb el criteri exposat, de manera que es proposa dictar resolució en els termes plantejats. 

De conformitat amb el Decret d’Alcaldia núm. 1322, de 3 de juliol de 2023, s’ha delegat en la 
Junta de Govern Local la facultat de resoldre les reclamacions patrimonials i els recursos de 
reposició que contra les mateixes s’interposin.

Es proposa a la Junta de Govern Local l’adopció dels següents acords:

Primer.- Desestimar el recurs de reposició formulat per  contra l’Acord de la Junta 
de Govern Local de data 4 de desembre de 2023, que resolia la reclamació patrimonial 
formulada pels danys soferts a l’habitatge situat al Carrer Roure, núm.  
presumptament a conseqüència de l’anormal funcionament dels servei públic; donant 
lloc a l’inici de l’expedient de responsabilitat patrimonial núm. 2022/2934, en el sentit de: 
“PRIMER.- Desestimar la reclamació de responsabilitat patrimonial presentada per  
relativa al dret a rebre una indemnització pels danys soferts a l’habitatge situat al Carrer 
Roure,  tenint en compte que el dany es produeix en l’escomesa de la casa particular i 
no en el col·lector general, que es trobava en bon estat.”,

Segon.- Notificar els presents acords als interessats amb indicació dels recursos 
oportuns. ””

D’acord amb la delegació de l’Alcaldia (resolució 1993/2023 de 6 d’octubre de 2023), 
l’esmentada proposta, és sotmesa a aprovació i resta aprovada per unanimitat.
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1.6) Aprovar l’inici de la tramitació de l’expedient de contractació del servei de 
manteniment, reparació, renovació i millora de les vies públiques d’Argentona.

En data 14 de febrer de 2024, la tècnica la Sra. Susanna Camí ha emès memòria 
justificativa del contracte del servei de manteniment, reparació, renovació i millora de les 
vies públiques d’Argentona.

Vistos els plecs de clàusules administratives particulars i el plec de prescripcions 
tècniques que han de regir l’esmentat contracte.

Vist l’informe jurídic emès per l’Assessor jurídic el 15 de febrer de 2024 amb la 
conformitat de la secretària de la Corporació.

Vist l’informe de conformitat amb observacions emès per la interventora de la Corporació 
en data  19 de febrer de 2024.

Vist l’establert als arts. 17, 19, 22, 28, 63, 116, 117 131 i següents, 145, 146, 156 a 158 i 308 
següents i concordants de la Llei 9/2017, de 8 de novembre, de contractes del sector 
públic, per la qual es transposen a l’ordenament jurídic espanyol les directives del 
Parlament Europeu i del Consell 2014/23/UE i 2014/24/UE, de 26 de febrer de 2014 (en 
endavant LCSP 9/2017).

D'acord amb la disposició addicional segona, apartat primer, d’aquesta la Llei 9/2017, de 
8 de novembre i en l’exercici de les competències que han estat conferides a la junta de 
govern local en virtut de la delegació efectuada per l’alcaldia d’aquest Ajuntament en les 
resolucions 1279/2023 i 1322/2023.

D'acord amb la disposició addicional segona, apartat segon, d’aquesta la Llei 9/2017, de 8 
de novembre. 

Per tot això, es proposa a la Junta de Govern Local l’adopció dels següents acords:

Primer.- Aprovar la memòria justificativa de contractació i, de conformitat amb el que es 
preveu als articles 122, i 124 de la LCSP 9/2017, el Plec de Clàusules Administratives 
Particulars i el Plec de Prescripcions Tècniques que han de regir la contractació del servei 
de manteniment, reparació, renovació i millora de les vies públiques d’Argentona, havent-
se de publicar en el perfil del contractant, de conformitat al previst als arts. 63.3 i 116.1 
de la LCSP.

Segon.- Iniciar la tramitació de l’expedient relatiu a la contractació del servei de 
manteniment, reparació, renovació i millora de les vies públiques d’Argentona, mitjançant 
procediment obert, subjecte a regulació harmonitzada, en base al disposat a l’article 22 
de la LCSP 9/2017, i per tramitació ordinària, en virtut d’allò que estableixen els articles 
145, 146, 156 a 158 i concordants de la LCSP.
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Tercer.- AUTORITZAR per l’any 2024 la quantitat de 121.000 € IVA inclòs a càrrec de 
l’aplicació 0430 1532 21000 del vigent pressupost municipal. 

Quart.- ADOPTAR el compromís de consignar crèdit suficient i adequat en els exercicis 
futurs del contracte, d’acord amb el següent desglossament:

Exercici pressupostari Import
2025 121.000,00€
2026 121.000,00€
2027 121.000,00€

 
Cinquè.- . Convocar la licitació i publicar l'anunci al Perfil de contractant municipal i al 
Diari Oficial de la unió Europea la documentació prevista en l’art. 63 de la Llei 9/2017, de 
8 de novembre, de contractes del sector públic, per la qual es transposen a l’ordenament 
jurídic espanyol les directives del Parlament Europeu i del Consell 2014/23/UE i 
2014/24/UE, perquè durant el termini de 30 dies els interessats presentin les seves 
proposicions a comptar des de la data d’enviament al Diari Oficial de la unió Europea 
(DOUE).””

D’acord amb la delegació de l’Alcaldia (resolució 1993/2023 de 6 d’octubre de 2023), 
l’esmentada proposta, és sotmesa a aprovació i resta aprovada per unanimitat.

2. PROMOCIÓ ECONÒMICA

2.1) Aprovació del conveni de cooperació entre l’Ajuntament d’Argentona i el 
Consell Comarcal del Maresme per al suport tècnic en matèria d’anàlisi sociolaboral 
local pels anys 2024 a 2027. 

Vist que el passat 31 de desembre de 2023 va expirar el conveni signat amb el Consell 
Comarcal del Maresme en relació al suport tècnic en matèria d’anàlisi sociolaboral local i 
és voluntat tant de l’Ajuntament d’Argentona com del Consell Comarcal tornar a signar un 
conveni per la mateixa matèria. 

Vist que la Llei 40/2015 d’1 d’octubre, de regim jurídic del sector públic (LRJSP), que 
regula, entre d’altres, el règim jurídic bàsic dels convenis signats entre dues o més 
administracions públiques, dedica el capítol VIè del Títol preliminar a la regulació dels 
convenis (arts. 47 a 53). En concret, els articles 47 i 48 de la Llei de Règim Jurídic del 



30

Sector Públic atorguen potestats a les administracions públiques per formalitzar convenis 
interadministratius, els contingut dels quals es fixen en l’article 49.

Vist que l’ajuntament té competència per signar el conveni de conformitat amb el que 
disposa l’article 25.1 de la Llei 7/85, de 2 d’abril, reguladora de les Bases de Règim Local, 
el municipi per a la gestió dels seus interessos i en l’àmbit de les seves competències, pot 
promoure activitats i prestar els serveis públics que contribueixin a satisfer les 
necessitats i aspiracions de la comunitat veïnal.

Vist l’esborrany del conveni a subscriure entre l’Ajuntament d’Argentona i el Consell 
Comarcal del Maresme, pels anys del 2024 al 2027.

Vista la memòria tècnica favorable de data 24 de gener de 2024 i la memòria política de 
data 25 de gener de 2024 i la diligència de la tècnica responsable de data 7 de febrer de 
2024. 

Vist l’informe favorable de la Cap de Negociat de Serveis Personals de data 7 de febrer de 
2024 i vist l’informe de conformitat d’Intervenció d’aquesta Corporació de data 13 de 
febrer de 2024.

Per resolució 2023/1993, de 6 d’octubre de 2023, que modifica la resolució 1279/2023, de 
23 de juny de 2023, de delegacions d’alcaldia a la Junta de Govern Local, en D’ALTRES 
MATÈRIES, es delega, a favor de la Junta de Govern Local, la següent competència:

- Aprovació de convenis de col·laboració amb persones físiques o jurídiques, sempre que 
no siguin competència del ple, incloent ens de naturalesa pública. En cas que els convenis 
comportin despeses de caràcter pluriennal, caldrà atendre als límits previstos en l’article 
174.2.e) del Decret legislatiu 2/2003, de 28 d'abril, pel qual s'aprova el Text refós de la Llei 
municipal i de règim local de Catalunya.

Per tot això exposat, a la Junta de Govern Local es proposa l’adopció dels següents 
acords:

Primer.- Aprovar el conveni de cooperació entre l’Ajuntament d’Argentona i el Consell 
Comarcal del Maresme per al suport tècnic en matèria d’anàlisi sociolaboral local. Amb la 
signatura d’aquest conveni l’Ajuntament assumeix els compromisos següents:

1. La contraprestació econòmica per aquest servei serà la que vingui determinada per 
l’Ordenança reguladora del preu públic per a la dedicació de personal del Consell Comarcal 
del Maresme a l’assistència tècnica i formativa, vigent en cada moment de la durada pactada 
pel conveni.

Aquesta compensació comprèn l’import de les hores d’ocupació de personal propi, que de 
manera clara i quantificable, siguin necessàries per dur a terme les tasques encarregades de 
forma voluntària pels ajuntaments de la comarca.
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2. El temps necessari per efectuar els treballs descrits al punt 2. de l’apartat Segon 
(obligacions) s’ha quantificat en 28 hores anuals.

3. Segons estableix l’Ordenança núm.4 Reguladora del Preu Públic per a la dedicació de 
personal del Consell Comarcal del Maresme a l’assistència tècnica i formativa, publicada al 
BOPB el 21 de novembre de 2023, el preu del personal tècnic superior (grup A1) és de 57,29€ 
per hora.

D’acord amb la Llei 37/92, de 28 de desembre, de l’impost sobre el valor afegit, ni les tasques 
d’assistència tècnica als ajuntaments ni les formatives es troben subjectes a IVA.

4. L’obligació de saldar aquest preu públic neix des que s’inicia la realització dels serveis 
pactats.

El seu pagament s’exigirà en règim de liquidació, de la manera que s’especifica a la mateixa 
Ordenança núm.4.

S’estableix, per acord exprés de les parts, el següent pacte:

a) el Consell Comarcal del Maresme notificarà anualment l’import que correspongui pel seu 
abonament.
b) L’abonament s’efectuarà a finals de cada any de vigència d’aquest conveni i inclourà 
l’import imputable a l’elaboració de l’informe corresponent a l’últim trimestre, encara que no 
s’hagi tramès físicament a l’Ajuntament d’Argentona. Aquest document es rebrà el primer 
trimestre de l’any següent, per raó de la lògica en la recollida i anàlisi de les dades 
corresponents, tal com s’ha consignat al punt 2 de les obligacions mútues.

En tot cas, tal com s’especifica al punt 1. d’aquest apartat, el cost del servei donat, així com 
qualsevol altra circumstància determinant per aquest conveni, s’adaptarà de manera 
automàtica a les prescripcions normatives que contingui l’Ordenança Fiscal reguladora, vàlida 
en cada moment.

Segon.- Autoritzar i disposar la quantitat de 1.400 euros amb càrrec a la partida 0362 241 
25000 del vigent pressupost municipal. 

Tercer.- Adoptar el compromís de consignar, en els exercicis futurs, crèdit suficient i 
adequat per fer front a les despeses derivades de l’esmentat conveni.

Quart.- La signatura d’aquest conveni no porta aparellada en cap cas la cessió de dades 
personals al Consell Comarcal del Maresme.

Cinquè.- Es designa, per part d’aquesta corporació, als efectes de la clàusula de 
seguiment del conveni la tècnica Esther García Narcué.
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Sisè.- Facultar a la Sra. Alcaldessa per tal que en nom i representació de l’Ajuntament 
d’Argentona realitzi les actuacions necessàries per a l’execució i formalització dels 
presents acords.

Setè.- Notificar els presents acords als interessats i als Serveis d’Intervenció i Tresoreria-
Comptabilitat als efectes oportuns.

Vuitè.- Donar trasllat dels presents acords als Serveis de Transparència als efectes de 
publicitat i transparència.

Novè.- Contra aquesta resolució, que posa fi a la via administrativa, es podrà interposar
recurs contenciós administratiu davant el Jutjat Contenciós Administratiu de Barcelona, 
en el termini de dos mesos a comptar des del dia següent al de la seva notificació.

Alternativament i amb caràcter previ, es pot efectuar un requeriment davant l'òrgan que 
l'ha dictada, en el termini de dos mesos a comptar des del dia següent a la recepció 
d'aquesta notificació, en els termes que s'indiquen a l'article 44 de la Llei 29/1998, de 13 
de juliol, reguladora de la jurisdicció contenciosa administrativa. ””

D’acord amb la delegació de l’Alcaldia (resolució 1993/2023 de 6 d’octubre de 2023), 
l’esmentada proposta, és sotmesa a aprovació i resta aprovada per unanimitat.

3. IGUALTAT, FEMINISMES I LGTBI

3.1) Conveni de Col·laboració entre el Consell Comarcal del Maresme (CCM) i 
l’Ajuntament d’Argentona relatiu al Programa Temps per cures pel 2024

Vista l’entrada de data 16 de novembre de 2023, número de registre 2023/12073, relativa 
a la proposta d’aprovació conveni de col·laboració entre l’Ajuntament d’Argentona i el 
Consell Comarcal del Maresme en relació al programa temps per cures per l’any 2024. 

Vist que el conveni que es pretén aprovar recollirà les condicions  per la implementació 
de la prestació de serveis de cura per a nenes i nens dels 0 als 16 anys en els termes 
previstos pel Departament d’Igualtat i Feminismes de la Generalitat i el Pla 
corresponsables (2021-2023) impulsat per la Secretaria d'Estat d'Igualtat i contra la 
Violència de Gènere, del Ministeri d'Igualtat, que incorpora una política pública, destinada 
a iniciar el camí que garanteixi la cura com a dret a Espanya a través del desplegament de 
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serveis de cura a la infància, ja sigui en equipaments públics o a domicili, mitjançant 
prestacions orientades a facilitar la conciliació de les famílies amb filles i fills entre 0 i 16 
anys.

Vist que l’Ajuntament té competència per signar el conveni de conformitat amb el que 
disposa l’article 25.1 de la Llei 7/85, de 2 d’abril, reguladora de les Bases de Règim Local. I 
de conformitat amb el que es preveu en el mateix article 25.2, modificat pel Reial decret 
llei 9/2018, de 3 d’agost, de mesures urgents per al desenvolupament del Pacte d’Estat 
contra la violència de gènere, modificació que atribueix als municipis competències 
pròpies en les matèries de promoció de la igualtat entre homes i dones, així com contra 
la violència de gènere, afegint el paràgraf:

o) Actuacions en la promoció de la igualtat entre homes i dones així com contra la 
violència de gènere.”

Vist l’informe tècnic de data 27 de novembre de 2023 favorable a l’aprovació del conveni 
que diu: 

“Raons d’interès públic que motiven el conveni.-

El Pla corresponsables (2021 2023)  incorpora una política pública impulsada per la Secretaria d'Estat 
d'Igualtat i contra la Violència de Gènere, del Ministeri d'Igualtat, destinada a iniciar el camí que 
garanteixi la cura com a dret a Espanya a través del desplegament de serveis de cura a la infància, ja 
sigui en equipaments públics o a domicili, mitjançant prestacions orientades a facilitar la conciliació de 
les famílies amb filles i fills entre 0 i 16 anys. El Pla conté  quatre línies d'acció: 

1. Posada en marxa de bosses de cura professional
2. Creació d'ocupació de qualitat en el sector de les cures
3. Plans de formació en corresponsabilitat i cures destinats als homes
4. Posada en marxa d'un sistema d'acreditació de competències professionals adquirides a través 

de l'experiència professional o vies no formals

L'execució dels serveis de cura per a nenes i nens dels 0 als 16 anys l'han de realitzar prioritàriament els 
ens locals  amb l’objectiu de:

1. Potenciar el sistema català de serveis de cura
2. Fomentar serveis, projectes i ocupació en aquest àmbit per tal d'entendre la cura com un dret 

universal, però també vol remarcar la necessitat de repartir-la, per contribuir a una 
organització social dels temps més igualitària des d'un punt de vista de gènere i interseccional. 

3. Assumir  la coresponsabilitat des de les administracions públiques 

Objecte del conveni i obligacions de les parts signatàries.-

El present Conveni té per objecte recollir les condicions per les quals es durà a terme la col·laboració 
entre el Consell Comarcal del Maresme i l'Ajuntament d’Argentona, per la implementació de la prestació 
de serveis de cura per a nenes i nens dels 0 als 16 anys en els termes previstos pel Departament 
d’Igualtat i Feminismes. 

Serveis del Consell Comarcal del Maresme  
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 Ens ofereix els  serveis del programa de temps per cures:  
1. Servei de canguratge a domicili 
2. Servei de canguratge puntual en equipaments municipals per activitats 

Fons  per a la gestió dels serveis accessoris del Programa temps per cures a l’Ajuntament 
d’Argentona El Consell Comarcal del Maresme transferirà destinarà fons de la transferència del 
programa Temps per Cures pel finançament de serveis gestionats des del propi ajuntament.

El Consell Comarcal transferirà els fons del programa una vegada verificada la justificació presentada 
per a la resta de serveis previstos en el programa (Resolució IFE/4064/2022) i en aquest conveni com a 
serveis accessoris. La transferència que es realitzi a l’Ajuntament es realitzarà una vegada verificada i 
validada la justificació presentada per l’Ajuntament.”

En data 29 de novembre de 2023 s’emet memòria política, favorable a l’aprovació del 
conveni.  

Vist l’informe de la cap de negociat de data 26 de gener de 2024.

Vist l’informe favorable amb observacions de Serveis econòmic de data 12 de febrer de 
2024. 

Per resolució d’alcaldia 1322/2023, de 3 de juliol de 2023, que modifica la resolució 
1279/2023 de 23 de juny de 2023, es van modificar el règim de delegacions de l’alcaldia a 
favor de la Junta de Govern Local, en D’ALTRES MATÈRIES es delega, entre altres, la 
competència per: 

- Aprovació de convenis de col·laboració amb persones físiques o jurídiques, 
sempre que no siguin competència del ple, incloent ens de naturalesa pública. En 
cas que els convenis comportin despeses de caràcter pluriennal, caldrà atendre 
als límits previstos en l’article 174.2.e) del Decret legislatiu 2/2003, de 28 d'abril, 
pel qual s'aprova el Text refós de la Llei municipal i de règim local de Catalunya.

Per tot això exposat, a la Junta de Govern Local es proposa l’adopció dels següents 
acords:

Primer.- Aprovar el conveni de col·laboració entre el Consell Comarcal del Maresme  i 
l’Ajuntament d’Argentona relatiu al Programa Temps per cures pel 2024. 

Segon.- Adquirir els compromisos previstos en el conveni col·laborador entre el Consell 
Comarcal del Maresme i l’Ajuntament d’Argentona.

Tercer.- Autoritzar i disposar la despesa de 2.062,10 euros a favor del Consell Comarcal 
del Maresme per les despeses previstes al Conveni Temps per cures, amb càrrec a la partida 
0344-231-25000 del vigent pressupost municipal.

Quart.- Reconèixer l’obligació del pagament per import de 2.062,10€, per les despeses 
indirectes  de la gestió del programa.
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Cinquè.- Notificar els presents acords al Consell Comarcal del Maresme i al Serveis 
d’Intervenció i Tresoreria-Comptabilitat d’aquest Ajuntament, als efectes oportuns.

Sisè.- Donar trasllat dels presents acords als Serveis de Transparència de l’Ajuntament als 
efectes de publicitat i transparència.

Setè.- Si es vol impugnar la present resolució, que posa fi a la via administrativa, 
procedeix interposar recurs contenciós administratiu davant els Jutjats Contenciosos 
Administratius de Barcelona, en el termini de dos mesos a comptar des del dia següent 
de la seva notificació.

Alternativament i de forma potestativa, es pot interposar recurs de reposició davant el 
mateix òrgan que l’ha dictat, en el termini d’un mes a comptar des del dia següent de la 
seva notificació.””

D’acord amb la delegació de l’Alcaldia (resolució 1993/2023 de 6 d’octubre de 2023), 
l’esmentada proposta, és sotmesa a aprovació i resta aprovada per unanimitat.

4. BENESTAR ANIMAL

4.1) BENESTAR ANIMAL – Llicència conducció GPP  - Exp. 452/2024

Vista la sol·licitud de llicència municipal per a la conducció d’animals potencialment 
perillosos presentada per la Sra. en data 18 de gener de 2024, com a 
voluntària de CAAD Maresme.  

De conformitat amb el que es preveu a la Llei 10/1999 de 30 de juliol, sobre tinença de 
gossos considerats potencialment perillosos, a la Llei 50/1999 de 23 de desembre sobre 
Règim Jurídic de la Tinença d’animals potencialment perillosos, al Reial Decret 287/2002 
de 22 de març, al Decret 170/2002 d’11 de juny sobre mesures en matèria de gossos 
considerats potencialment perillosos, al Decret 6/1999, de 26 de gener, pel qual 
s’estableixen les condicions de manteniment d’animals de companyia i a la vigent 
Ordenança Municipal de Tinença d’animals.

En data 12 de febrer de 2024, la tècnica de Medi Ambient emet l’informe que es transcriu 
a continuació, prèviament anonimitzat:

“(...)
Assumpte:

Exp. 2024/452. Sol·licitud llicència de conducció de gossos potencialment 
perillosos (GPP) presentada, com a voluntària del CAAD, per la   

de Premià de Mar (08330).
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Antecedents:

En data 18/01/2024 la interessada presenta al registre de l’ajuntament (GENTR 
2024-792) la sol·licitud per obtenir la llicència municipal de conducció de 
gossos potencialment perillosos (GPP) com a voluntària del CAAD.

L’interessat adjunta tota la documentació pertinent per l’obtenció de la 
llicència de conducció com voluntari:

Instància model de sol·licitud de la llicència.
DNI del titular de la llicència.
Declaració responsable de no haver estat sancionat per infraccions greus o 

molt greus amb alguna sanció accessòria de les previstes a la Llei 50/99 i 
la Llei 10/99.

Certificat de capacitat física i d’aptitud psicològica.
Autorització a l’Ajuntament d’Argentona a demanar el Certificat de Penals

El CAAD Maresme acull gats i gossos, i aquests darrers són habitualment trets 
a passejar fora del recinte mitjançant voluntaris o personal propi. Per als 
gossos potencialment perillosos, tal  com marca la normativa, cal expedir una 
llicència específica per la tinença i conducció, la qual determina, entre d’altres, 
que les persones que la posseeixen tenen les aptituds necessàries per fer-ho. 

Aquesta administració ja té d’altres expedients de sol·licitud de llicència de 
voluntaris del CAAD la pòlissa d’assegurances del centre, al corrent de 
pagament, i que dóna cobertura a l’activitat de passeig de gossos per part de 
voluntaris. 

Conclusions:

Revisada la documentació aportada per la interessada es constata que s’ha 
presentat correctament.
S’ha demanat certificat de penals de la sol·licitant, el qual és negatiu (inexistència 
d’antecedents penals).

Les condicions de seguretat del centre són les adequades i la Sra.  
compleix els requisits per tal que s’expedeixi llicència administrativa corresponent. 

S'informarà la interessada que la persona titular de la llicència de conducció de 
gossos de raça potencialment perillosa en compliment de la normativa vigent, en 
sortir del centre CAAD Maresma caldrà que dugui la seva  llicència de conducció.
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Per tot el que s'ha exposat aquesta tècnica emet un informe favorable a concedir 
la llicència sol·licitada per la interessada de conducció d’animal potencialment 
perillós.”

L’article 21 LRBRL atribueix a l’alcaldia competència en la matèria, si bé per resolució 
2023/1993, de 6 d’octubre de 2023, s’ha delegat l’atribució en la Junta de Govern Local. 

Per tot l’exposat, proposo a la Junta de Govern Local l’adopció dels següents acords,

Primer.- Concedir llicència municipal, pel termini de 5 anys, a la Sra.  amb 
   per a la conducció d’animal potencialment perillós, en qualitat de 

voluntari de l’entitat CAAD Maresme. 

La llicència resta subjecte a les següents condicions:

1.- Es mantindran en tot moment les normes de seguretat, previstes pels gossos 
potencialment perillosos, en la Llei 10/1999, de 30 de juliol, en el Decret 287/2002, 
de 22  de març, o les que en cada moment estableixen les disposicions vigents. 

2.- A les vies públiques, parts comunes d’immobles col·lectius, i llocs i espais d’ús 
públics en general, han d’anar lligats amb cadena o corretja no extensible de menys 
de dos metres i, proveïts de morrió i conduït per la persona que té la titularitat de la 
llicència de tinença i conducció.

3.- L’assegurança de responsabilitat civil presentada té una vigència anual i la seva 
forma de pagament és anual, per la qual cosa s’ haurà d’aportar cada any a 
l’Ajuntament el rebut vigent del pagament de l’assegurança de responsabilitat; en 
cas contrari, la llicència perdrà la seva vigència.

4.- Transcorregut el termini de cinc anys de vigència de la llicència serà necessari 
sol·licitar la seva renovació, presentant la mateixa documentació que per l’obtenció 
d’aquesta llicència; en tot cas la llicència perdrà la seva vigència en el moment en 
que el seu titular deixi de complir qualsevol dels requisits exigits.

5.- El titular de la llicència la portarà amb ell quan condueixi el gos potencialment 
perillós en llocs o espais públics, així com el document acreditatiu de la inscripció de 
l’animal en el Registre Municipal d’animals potencialment perillosos.

Segon.- Aprovar la següent liquidació a nom de la Sra. , 
segons l’ordenança fiscal núm. 16, article 6è, epígraf 1, punt 1.4.

Taxa per la concessió de llicència municipal ....................................................................  
25,00€
Bonificació del 100% de la quota tributària ( Article 5è ) 



38

a persones voluntàries de centres d’acollida d’animals de companyia........................ - 
25,00€

Tercer.- Notificar la present resolució a la persona interessada, al CAAD Maresme i als 
Serveis d’Intervenció, Tresoreria-Comptabilitat.

Quart.- Contra aquesta resolució, que posa fi a la via administrativa, s’haurà d’interposar 
recurs contenciós administratiu davant el Jutjat Contenciós Administratiu de Barcelona, 
en el termini de dos mesos a comptar des del dia hàbil següent al de la recepció de la 
seva notificació. Alternativament i de forma potestativa, es pot interposar recurs de 
reposició davant el mateix òrgan que l’ha dictat, en el termini d’un mes a comptar des del 
dia següent de la seva notificació.””

D’acord amb la delegació de l’Alcaldia (resolució 1993/2023 de 6 d’octubre de 2023), 
l’esmentada proposta, és sotmesa a aprovació i resta aprovada per unanimitat.

4.2) BENESTAR ANIMAL – Llicència conducció GPP  - Exp. 454/2024

Vista la sol·licitud de llicència municipal per a la conducció d’animals potencialment 
perillosos presentada pel Sr.  en data 18 de gener de 2024, com a voluntari 
de CAAD Maresme.  

De conformitat amb el que es preveu a la Llei 10/1999 de 30 de juliol, sobre tinença de 
gossos considerats potencialment perillosos, a la Llei 50/1999 de 23 de desembre sobre 
Règim Jurídic de la Tinença d’animals potencialment perillosos, al Reial Decret 287/2002 
de 22 de març, al Decret 170/2002 d’11 de juny sobre mesures en matèria de gossos 
considerats potencialment perillosos, al Decret 6/1999, de 26 de gener, pel qual 
s’estableixen les condicions de manteniment d’animals de companyia i a la vigent 
Ordenança Municipal de Tinença d’animals.

En data 12 de febrer de 2024, la tècnica de Medi Ambient emet l’informe que es transcriu 
a continuació, prèviament anonimitzat:

“(...)
Assumpte:

Exp. 2024/454. Sol·licitud llicència de conducció de gossos potencialment 
perillosos (GPP) presentada,  com a voluntari del CAAD, pel Sr. Fco.   

Sant Andreu de Llavaneres   (08392).

Antecedents:
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En data 18/01/2024 l’interessat presenta al registre de l’ajuntament (GENTR 
2024-794) la sol·licitud per obtenir la llicència municipal de conducció de 
gossos potencialment perillosos (GPP) com a voluntari del CAAD.

L’interessat adjunta tota la documentació pertinent per l’obtenció de la 
llicència de conducció com voluntari:

Instància model de sol·licitud de la llicència.
DNI del titular de la llicència.
Declaració responsable de no haver estat sancionat per infraccions greus o 

molt greus amb alguna sanció accessòria de les previstes a la Llei 50/99 i 
la Llei 10/99.

Certificat de capacitat física i d’aptitud psicològica.
Autorització a l’Ajuntament d’Argentona a demanar el Certificat de Penals

El CAAD Maresme acull gats i gossos, i aquests darrers són habitualment trets 
a passejar fora del recinte mitjançant voluntaris o personal propi. Per als 
gossos potencialment perillosos, tal  com marca la normativa, cal expedir una 
llicència específica per la tinença i conducció, la qual determina, entre d’altres, 
que les persones que la posseeixen tenen les aptituds necessàries per fer-ho. 

Aquesta administració ja té d’altres expedients de sol·licitud de llicència de 
voluntaris del CAAD la pòlissa d’assegurances del centre, al corrent de 
pagament, i que dóna cobertura a l’activitat de passeig de gossos per part de 
voluntaris. 

Conclusions:

Revisada la documentació aportada  per l’interessat es constata que s’ha presentat 
tota la documentació exigida correctament.
S’ha demanat certificat de penals de la sol·licitant, el qual és negatiu (inexistència 
d’antecedents penals).

Les condicions de seguretat del centre són les adequades i el Sr.  
compleix els requisits per tal que s’expedeixi llicència administrativa corresponent. 

S'informarà l'interessat que la persona titular de la llicència de conducció de 
gossos de raça potencialment perillosa en compliment de la normativa vigent, en 
sortir del centre CAAD Maresma caldrà que dugui la seva  llicència de conducció.

Per tot el que s'ha exposat aquesta tècnica emet un informe favorable a concedir 
la llicència sol·licitada per l’interessat de conducció d’animal potencialment 
perillós.”
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Tercer.- Notificar la present resolució a la persona interessada, al CAAD Maresme i als 
Serveis d’Intervenció, Tresoreria-Comptabilitat.

Quart.- Contra aquesta resolució, que posa fi a la via administrativa, s’haurà d’interposar 
recurs contenciós administratiu davant el Jutjat Contenciós Administratiu de Barcelona, 
en el termini de dos mesos a comptar des del dia hàbil següent al de la recepció de la 
seva notificació. Alternativament i de forma potestativa, es pot interposar recurs de 
reposició davant el mateix òrgan que l’ha dictat, en el termini d’un mes a comptar des del 
dia següent de la seva notificació.””

D’acord amb la delegació de l’Alcaldia (resolució 1993/2023 de 6 d’octubre de 2023), 
l’esmentada proposta, és sotmesa a aprovació i resta aprovada per unanimitat.

4.3) BENESTAR ANIMAL - SANCIONADOR - arxiu expedient - Exp. 3710/2023

En data 5 de febrer de 2024, per acord de la Junta de Govern Local, s’incoa expedient 
sancionador i s’atorga un termini d’audiència de deu dies, a la  com a 
autora presumptament responsable d’una infracció lleu, a tenor del que estableix 
l’article 56.1 de la Ordenança Reguladora de la Tinença d’Animals de companyia 
consistent en haver-se trobat l’animal deambulant sol per la via pública, i per tant, no 
s’han complert les obligacions de vigilància i seguretat establertes a la normativa. La 
resolució es notifica en data 8 de febrer de 2024.

En data 23 de febrer de 2024, la instructora de l’expedient emet informe jurídic que es 
transcriu a continuació, prèviament anonimitzat:

“(...)
Expedient núm.: STE-MA 2023/3710
Procediment: Procediment Sancionador per infraccions de la normativa sobre la 
tinença d’animals de companyia

INFORME 

ANTECEDENTS DE FET

PRIMER.- Que mitjançant acord de la Junta de Govern Local, en sessió 
celebrada el 5 de febrer de 2024, notificat a la interessada el dia 8 de febrer, es va 
resoldre incoar expedient sancionador contra la com a presumpte 
responsable d’una infracció prevista a l’article 51.6 de la Ordenança reguladora de 
la tinença d’animals de companyia dins el municipi d’Argentona consistent en 
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haver-se trobat l’animal deambulant sol per la via pública, i per tant, no s’han 
complert les obligacions de vigilància i seguretat establertes a la normativa.

 
SEGON.- Aquest fet està tipificat com infracció de caràcter lleu pel que es va 

proposar una sanció de 100,00 euros.

TERCER.- En el referit acord de la Junta de Govern Local establia en la seva 
part dispositiva, el següent:

(...)

“6) Informar a la interessada que de conformitat amb l’article 85 de la Llei 
39/2015, d’1 d’octubre, de procediment administratiu comú de les administracions 
públiques:

- El reconeixement de responsabilitat per part de l’infractor suposarà la 
finalització del procediment amb la imposició de la sanció que correspongui.

- En tenir la sanció únicament caràcter pecuniari, el pagament voluntari pel 
presumpte responsable, en qualsevol moment anterior a la resolució, implicarà la 
finalització del procediment, sense necessitat de nova resolució, excepte en el relatiu a 
la reposició de la situació alterada o a la determinació de la indemnització pels danys i 
perjudicis causats per la comissió de la infracció, si s’hagués incoat.

- Tant pel reconeixement de la responsabilitat com pel pagament voluntari, es 
preveu una reducció en ambdós casos del 20% sobre l'import de la sanció proposada 
(essent acumulables entre sí (40%). L’import amb les reduccions s’especificarà a la 
notificació de la resolució d’incoació del procediment, i la seva efectivitat estarà 
condicionada al desistiment o renúncia de qualsevol acció o recurs en via 
administrativa contra la sanció.”

(...)

QUART.- En data 9 de febrer de 2024 ela Sra.  va procedir al 
pagament voluntari de la sanció, per import de 60,00 euros, un cop aplicades les 
reduccions corresponents, d’acord amb l’article 85 de la Llei 39/2015, d’1 
d’octubre, de procediment administratiu comú de les administracions públiques. 
Així mateix també ha presentat instància mitjançant la qual es fa el reconeixement 
de la responsabilitat corresponent.

CONCLUSIONS

En vista dels antecedents de fet exposats en el present informe es conclou 
el següent:

Primer.- Com a conseqüència de la incoació de l’expedient sancionador per 
haver-se trobat l’animal deambulant sol per la via pública, i per tant, no havent-se 
complert les obligacions de vigilància i seguretat establertes a la normativa, per 
Acord de la Junta de Govern Local en sessió celebrada el 5 de febrer de 2024, es va 
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proposar la imposició a la Sra. d’una sanció de 100,00 euros com a 
responsable d’una infracció lleu prevista a l’article 51.6 de la Ordenança 
reguladora sobre la tinença d’animals de companyia dins el municipi d’Argentona.

Segon.- L´abonament realitzat per la Sra.  en data 9 de febrer de 
2024, de l´import de la sanció (60,00€ un cop aplicades les reduccions) en els 
estrictes termes en que es pronunciava l’acord de la Junta de Govern Local, en 
sessió celebrada el 5 de febrer de 2024, notificat el 8 de febrer de 2024, ha de 
suposar la finalització del procediment, de conformitat amb el que es disposa a 
l´article 85.2 de la Llei 39/2015 del procediment administratiu comú de les 
administracions públiques.

Per tot el que s'ha exposat, aquesta assessora proposa l´arxiu de 
l´expedient sancionador 2023/3710, atès que un cop fet el pagament voluntari 
de la sanció procedeix la finalització del procediment, de conformitat amb el que 
disposa l´article 85.2 de la Llei 39/2015, d´1 d´octubre, de procediment 
administratiu comú de les administracions públiques.

Aquest és el meu criteri, el qual sotmeto a qualsevol altre millor fonamentat en 
dret.”

L’article 21 LRBRL atribueix a l’alcaldia competència en la matèria, si bé per resolució 
2023/1993, de 6 d’octubre de 2023, s’ha delegat l’atribució en la Junta de Govern Local. 

Per tot l’exposat, proposo a la Junta de Govern Local l’adopció dels següents acords,

Primer.- Donar per finalitzades les actuacions administratives corresponents a 
l'expedient sancionador número 3710/2023, en relació a una infracció lleu consistent en 
haver-se trobat l’animal deambulant sol per la via pública, i per tant, no s’han complert 
les obligacions de vigilància i seguretat establertes a la normativa, de conformitat amb la 
part expositiva de la present resolució.

Segon.- Notificar aquesta resolució als interessats i a serveis territorials, als efectes 
d’incoar els expedients preceptius que resultin pertinents.

Tercer.- Contra aquesta resolució, que posa fi a la via administrativa, s’haurà d’interposar 
recurs contenciós administratiu davant el Jutjat Contenciós Administratiu de Barcelona, 
en el termini de dos mesos a comptar des del dia hàbil següent al de la recepció de la 
seva notificació. Alternativament i de forma potestativa, es pot interposar recurs de 
reposició davant el mateix òrgan que l’ha dictat, en el termini d’un mes a comptar des del 
dia següent de la seva notificació.””
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D’acord amb la delegació de l’Alcaldia (resolució 1993/2023 de 6 d’octubre de 2023), 
l’esmentada proposta, és sotmesa a aprovació i resta aprovada per unanimitat.

4. PROPOSTES URGENTS.- 

No se’n formulen.

5. PRECS I PREGUNTES.- 

No se’n formula cap.

I no havent-hi res més per tractar, d’ordre de la presidència s’aixeca la sessió a les 18:28 
hores, en el lloc i data UT-SUPRA que com a secretària, en certifico.




